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Asunto: Acción de tutela Nº 2022 – 179 

   

Sentencia Primera Instancia 

 

Fecha:  Mayo treinta y uno de dos mil veintidós 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 29 del Decreto Nacional 2591 de 1991 se 

emite sentencia de primer grado en la actuación de la referencia. 

 

1.- Identificación del solicitante: (Art. 29 Num. 1 D. 2591/91):  

 

- Jaime Evaristo Simmonds Ortega, identificado con cédula de ciudadanía No. 

19.380.375. 

 

2.- Identificación de quien provenga la amenaza o vulneración: (Art. 29 Num. 2 D. 

2591/91):  

 

a) La actuación es dirigida por el tutelante en contra de: 

 

- Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones. 

 

b) Vinculados: 

 

- Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A. 

- Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 

- Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 

 

3.- Determinación del derecho tutelado: (Art. 29 Num. 3 D. 2591/91):  

 

La accionante indica que se trata del derecho fundamental de petición, dignidad humana, 

igualdad, mínimo vital y seguridad social. 
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4.- Síntesis de la demanda:  

 

a) Hechos: La parte accionante manifestó: 

 

- El Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Medellín en proceso 2016-143 

ordenó su regreso al Régimen de Prima Media con Prestación Definida, lo cual 

fue ratificado por el Tribunal Superior de Medellín. Aun cuando la sentencia fue 

notificada a Colpensiones, allegó en agosto 3 de 2021, copia de la decisión. 

 

- En dicha decisión también fue reconocido el derecho a pensión de vejez, por lo 

que en diciembre 9 de 2021, solicitó el inicio del pago de pensión mediante 

radicado No. 2021_14728408. 

 

- En diciembre 14 de 2021, recibió respuesta indicándole que estaba activo en el 

sistema, sin allegar respuesta de fondo. 

 

- Al comunicarse con Colpensiones, le fueron requeridos una serie de 

documentos. En diciembre 16 de 2021 bajo el radicado 2021_15055095, allegó 

los documentos solicitados. 

 

- En marzo 22 de 2022, recibió comunicación donde se informa que está afiliado, 

y le dan la bienvenida a Colpensiones. 

 

- El término para resolver feneció en abril 18 de 2022, pero no recibió 

comunicación alguna. 

 

- En abril 19 de 2022, le indicaron que su caso estaba en poder del liquidador, el 

cual es el último paso emitir la Resolución del pago de pensión. 

 

- Presentó queja bajo radicado 2022_4822566 con fecha abril 19 de 2022, 

aduciendo el perjuicio que le están generando. En abril 20 de 2022, mediante 

comunicación BZ2022_4822566-1061588, le indicaron que el haber recibido los 
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documentos que apoyan la solicitud, no compromete a aceptarla, dado que se 

debe verificar que se cumplan con los requisitos legales. 

 

b) Petición:  

 

- Ordenar el pago pensional. 

 

5- Informes: (Art. 19 D.2591/91) 

 

a) Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones. 

 

- En diciembre 9 de 2021, Jaime Evaristo Simmonds Ortega solicitó el 

cumplimiento del fallo proferido por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de 

Medellín. 

 

- Mediante oficio BZ2021_14747117-3111509, le informó al accionante que se 

realizó la afiliación al RPM, y se encuentra activo. 

 

- En diciembre 16 de 2021, el actor solicitó el reconocimiento de pensión de 

vejez, respecto de lo cual se está realizando la validación. 

 

- En abril 19 de 2022, fue solicitada información acerca del trámite de pensión, 

por lo que con oficio BZ2022_4942599-1072140, se le indicó que estaban 

adelantando las gestiones. 

 

- La tutela no es el mecanismo idóneo para reclamar el pago de sentencia judicial, 

en tanto no reemplaza el proceso de ejecución. 

 

- Colpensiones debe desarrollar actuaciones administrativas que no son solo 

imputables a la entidad, sino que además requiere de la intervención de 

Porvenir. 
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- La Dirección de Prestaciones Económicas de Colpensiones es la encargada de 

emitir el acto administrativo que resuelva de fondo la solicitud de cumplimiento 

del fallo ordinario, donde también se requiere la intervención de la Dirección de 

Estandarización. 

 

- La acción de tutela es improcedente en tanto la accionante cuenta con otros 

mecanismos para ejecutar la sentencia ordinaria. 

 

b) Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 

 

- Jaime Evaristo Simmonds Ortega, no ha tramitado derecho de petición ante la 

Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, ni 

en forma directa o por interpuesta persona. 

 

- A quien corresponde dar explicaciones en el presente trámite es a 

Administradora Colombina de Pensiones - Colpensiones. 

 

- No está facultada legalmente para pronunciarse de fondo en relación con la 

pretensión del pago de pensión de vejez, ya que quien determina si se reúnen 

con los requisitos para el efecto es Colpensiones. 

 

- El accionante actualmente se encuentra afiliado a Colpensiones en calidad de 

cotizante inactivo-sin pensión. 

 

- Colpensiones no ha solicitado a través del sistema de bonos pensionales, la 

emisión  de un eventual bono pensional, en el cao que lo llegara a requerir. 

 

- Se presenta carencia de objeto de la acción de tutela por no existir vulneración 

de derecho fundamental alguno. 

 

- En caso que se requiera de bono pensional el trámite le corresponde a 

Colpensiones. 
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c) Porvenir S.A. 

 

- La demora en la a solicitud de pensión de vejez, nada tiene que ver con esta 

administradora. 

 

- Se presenta falta de legitimación en la causa por pasiva, dado que el accionante 

ya no se encuentra afiliado a Porvenir S.A. 

 

- Quien debe emitir respuesta es Colpensiones. 

 

6.- Pruebas:  

 

Las documentales existentes en el proceso. 

 

7.- Problema jurídico:  

 

¿Existe vulneración a los derechos implorados por el tutelante por cuenta de las accionadas 

y entidades vinculadas? 

 

8.-Derecho vulnerado: 

 

El derecho de petición está catalogado como fundamental de aplicación inmediata, según el 

artículo 85 de la Constitución Política y está definido en el artículo 23 ibídem como el que 

tiene toda persona a presentar peticiones a las autoridades por motivos de interés general o 

particular y a obtener pronta resolución. 

 

La Corte Constitucional ha fijado características especiales, que buscan la resolución y 

protección inmediata de este derecho fundamental. Ha considerado que el núcleo esencial 

de este derecho reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión. En varios 

pronunciamientos como las sentencias T- 377 de 2000, T- 161 de 2011, T-146 de 2012, T-

149 de 2013 y T- 139 de 2017/, indicó: 
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“…19.- De conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política “[t]oda persona 

tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés 

general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su 

ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales." 

 La Corte ha señalado, en reiteradas oportunidades, que el derecho fundamental de petición 

es esencial para la consecución de los fines del Estado tales como el servicio a la 

comunidad, la garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la 

Constitución, y la participación de los ciudadanos en las decisiones que los afectan, así 

como para asegurar que las autoridades cumplan las funciones para las cuales han sido 

instituidas.[34] 

      20. Asimismo, esta Corporación ha indicado que el derecho de petición se satisface 

cuando concurren los siguientes elementos que constituyen su núcleo esencial[35]: (i) la 

posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las 

autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; (ii) la 

prontitud y oportunidad de la respuesta, es decir, que se produzca dentro de un plazo 

razonable, que debe ser lo más corto posible[36]; (iii) la emisión de una respuesta clara, 

precisa y de fondo, que supone que la autoridad competente se pronuncie sobre la materia 

propia de la solicitud de manera completa y congruente, es decir sin evasivas, respecto a 

todos y cada uno de los asuntos planteados y (iv) la pronta comunicación de lo decidido al 

peticionario, al margen de que la respuesta sea favorable o no, pues no necesariamente se 

debe acceder a lo pedido[37]…” 

 

 

Conforme los hechos objeto de la acción de tutela se advierte que puede verse afectado el 

derecho fundamental a la seguridad social, contemplado en el artículo 48 de la 

Constitución, respecto de lo cual la Corte Constitucional en providencias como la T-144 de 

2020, indicó: 

 

“El derecho fundamental a la seguridad social. El artículo 48 de la Constitución consagra 

a la seguridad social como (i) un “derecho irrenunciable”, que se debe garantizar a todos 

los habitantes del territorio nacional[46]; y (ii) como “servicio público de carácter 

obligatorio”, que se presta bajo la dirección, coordinación y control del Estado, por 

entidades públicas o privadas, con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y 

solidaridad, en los términos que establezca la ley[47]. 

 31.       De acuerdo con los dispuesto en el artículo 48 de la CP, la jurisprudencia de esta 

Corte[48] ha determinado que el derecho fundamental a la seguridad social se puede definir 

como aquel “conjunto de medidas institucionales tendientes a brindar progresivamente a 

los individuos y sus familias, las garantías necesarias frente a los distintos riesgos sociales 

que puedan afectar su capacidad y oportunidad, en orden a generar los recursos 

suficientes para una subsistencia acorde con la dignidad del ser humano”[49]. Con el objeto 

de desarrollar esta disposición constitucional y materializar este conjunto de medidas, el 

Congreso expidió la Ley 100 de 1993 "Por la cual se crea el sistema de seguridad social 

integral y se dictan otras disposiciones". Este Sistema tiene como finalidad procurar el 

bienestar y mejoramiento de la calidad de vida de los ciudadanos, mediante la protección 

de las principales contingencias que los afectan[50], a partir de cuatro componentes 

básicos: (i) el sistema general de pensiones, (ii) el sistema general de salud, (iii) el sistema 

general de riesgos laborales y (iv) los servicios sociales complementarios[51]. 

 32.       En lo que respecta al Sistema General de Pensiones, el artículo 10 de la Ley 100 

de 1993 consagra que su principal objetivo es el de garantizar a la población el amparo 

contra tres contingencias: (i) vejez; (ii) invalidez; y (iii) muerte. En efecto, la legislación 

establece que una vez estas contingencias ocurran, y bajo el cumplimiento de los requisitos 

legales, se procederá “al reconocimiento de las pensiones de jubilación, invalidez y 

sobrevivientes de los afiliados, o de sus beneficiarios o al otorgamiento de las prestaciones 

sociales que operan en su reemplazo”[52].” 

 

 

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2020/T-144-20.htm#_ftn46
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2020/T-144-20.htm#_ftn47
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2020/T-144-20.htm#_ftn48
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2020/T-144-20.htm#_ftn49
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2020/T-144-20.htm#_ftn50
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2020/T-144-20.htm#_ftn51
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2020/T-144-20.htm#_ftn52
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En relación con el derecho al mínimo vital, la jurisprudencia lo ha contemplado como un 

presupuesto básico para el efectivo goce y ejercicio de la totalidad de los derechos 

fundamentales, pero que se constituye en un concepto indeterminado que depende de las 

circunstancias particulares de cada caso particular, al efecto indicó en sentencia T-157 de 

2014: 

“el mínimo vital, considerado éste como aquellos recursos absolutamente imprescindibles 

para solucionar y satisfacer no solamente las necesidades primarias de alimentación y 

vestuario, sino aquellas relacionadas con la salud, educación, vivienda, seguridad social y 

medio ambiente, factores insustituibles para la preservación de calidad de vida”[31].” 

“Bajo esta regla, el mínimo vital es concebido en la jurisprudencia constitucional como un 

concepto indeterminado cuya concreción depende de las circunstancias particulares de 

cada caso[35].  En este sentido, la vulneración del derecho al mínimo vital puede 

establecerse atendiendo a las consecuencias que para la persona tiene la privación de sus 

ingresos laborales en la situación concreta en que se encuentra. 

 Lo anterior conlleva, necesariamente, que el juez constitucional para efectos de otorgar o 

negar el amparo solicitado, en primer lugar, realice una valoración concreta de las 

necesidades básicas de la persona y su entorno familiar y de los recursos necesarios para 

sufragarlas, y, en segundo lugar, determine si el mínimo vital se encuentra amenazado o 

efectivamente lesionado[36].” 
 

Respecto al derecho a la igualdad la Corte Constitucional en sentencia T-062 de 2018 

indicó: 

 
“El derecho a la igualdad y a la no discriminación se encuentra consagrado en el artículo 

13 de la Constitución Política, el cual señala que todas las personas son iguales ante la ley 

y deben recibir el mismo trato por parte de las autoridades sin distinción de raza, sexo, 

origen nacional o familiar, lengua, religión u opiniones políticas o filosóficas. La 

jurisprudencia de la Corte ha expresado que el concepto de igualdad es multidimensional, 

pues se trata tanto de un derecho fundamental como de un principio y una garantía[119]. 

La igualdad se ha entendido en tres dimensiones diferentes: la primera de ellas es la 

igualdad formal, que significa un trato igualitario a la hora de aplicar las leyes; la segunda 

es la igualdad material, entendida como la garantía de paridad de oportunidades entre los 

distintos individuos; y, finalmente, existe el derecho a la no discriminación, que conlleva la 

prohibición de dar un trato diferente con base en criterios sospechosos de 

discriminación[120]. 

Igualmente, el derecho a la igualdad no solo busca erradicar aquellos comportamientos 

que lesionan los derechos fundamentales de las personas o grupos que histórica y 

sistemáticamente han sido discriminados, sino que también propende porque el Estado 

cumpla con la obligación de darles un trato diferencial positivo a dichos grupos, en aras de 

lograr erradicar las barreras que les impiden desenvolverse en sociedad en igualdad de 

condiciones[121]. Siendo así, la Corte ha sostenido que un trato diferenciado a dos 

personas no vulnera el derecho a la igualdad, cuando se trata de eliminar desigualdades 

materiales que existen en la sociedad. 

3.14.2. Dicho trato diferenciado suele expresarse a través de acciones afirmativas, que 

corresponden a aquellas medidas que buscan dar un trato ventajoso o favorable, a 

determinadas personas o grupos sociales que tradicionalmente han sido marginados o 

discriminados, con el propósito de permitir una igualdad sustancial entre todas las 

personas[122]. El artículo 6 de la Ley 1618 de 2013 señala que dichas acciones 

corresponden a “[p]olíticas [o] medidas (…) dirigidas a favorecer a personas o grupos con 

algún tipo de discapacidad, con el fin de eliminar o reducir las desigualdades y barreras de 

tipo actitudinal, social, cultural o económico que los afectan”. Ese mismo artículo establece 

que es un deber de la sociedad en general el “[a]sumir la responsabilidad compartida de 

evitar y eliminar barreras actitudinales, sociales, culturales, físicas, arquitectónicas, de 

comunicación, y de cualquier otro tipo, que impidan la efectiva participación de las 

personas con discapacidad y sus familias”. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-157-14.htm#_ftn31
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-157-14.htm#_ftn35
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-157-14.htm#_ftn36
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn119
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn120
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn121
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn122
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La jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que dentro de las acciones afirmativas 

se encuentran las de discriminación positiva o inversa, en las que se utiliza un criterio 

sospechoso de discriminación –como la raza, el sexo o la discapacidad– pero con el 

propósito de fomentar o acelerar la igualdad real de los grupos históricamente marginados, 

en la designación o reparto de bienes o servicios escasos, como podrían ser cupos 

universitarios, puestos de trabajo o, incluso, selección de contratistas. Algunos ejemplos de 

este tipo de medidas con base en el uso de un criterio sospechoso de discriminación, como 

ocurre con la discapacidad, son: (i) la excepción al cumplimiento de la restricción del 

“pico y placa” para vehículos particulares que transporten personas con discapacidad 

(establecida, por ejemplo, en el Decreto Distrital 575 de 2013, art. 4, núm. 7[123]); y (ii) el 

deber de disponer de sitios de parqueo para personas con movilidad reducida en todo lugar 

en donde existan parqueaderos habilitados para visitantes (Decreto 1538 de 2005, arts. 11 

y 12, reglamentario de la Ley 361 de 1997[124]).” 

 

 

9.-Procedencia de la acción de tutela:  

 

a.- Fundamentos de derecho: En materia de derecho de petición la Corte Constitucional ha 

decantado que la protección por acción de tutela de dicha garantía no está sujeta a 

requisitos generales o especiales como lo recuerda en la sentencia T – 451 de 2017 que en 

lo pertinente dice: 

 

“2.2. Subsidiariedad 

 

24. La jurisprudencia de esta Corporación1 ha sido consistente en señalar que cuando se 

trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene 

previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de 

modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone 

de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo. 

 25. En tal sentido, quien encuentre que la respuesta a su derecho de petición no fue 

producida en debida forma, ni comunicada dentro de los términos que la ley señala, y que en 

esa medida vea afectada esta garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción 

de amparo constitucional”. 

 

b.- Verificación de requisitos generales para el caso concreto: En lo referente a 

legitimación en la causa, se evidencia que el accionante radicó petición ante la entidad 

accionada. 

 

El apartado de subsidiariedad se verifica dado que se trata del derecho fundamental de 

petición que no tiene otro mecanismo de protección. Por tanto los pedimentos pueden ser 

elevados al interior de la actuación judicial. 

 

 

 

 

                                            
1 Consultar: Corte Constitucional, Sentencias T-149 de 2013, T-165 de 2017. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn123
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn124
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10.- Consideraciones probatorias y jurídicas: 

 

a.- Normas aplicables: Artículo 23 y 48 de la Constitución Política. 

 

b.- Caso concreto:  

 

Revisadas las pretensiones del actor y el devenir de la acción de tutela, advierte el 

Despacho que el objeto principal de la misma y que podría afectar derechos fundamentales, 

es la no contestación a la solicitud de pensión de vejez presentada por el accionante. 

 

Jaime Evaristo Simmonds Ortega, manifestó que en diciembre 16 de 2021, allegó los 

documentos requeridos para solicitud de pensión de vejez. 

 

La Corte Constitucional en providencias como la T-045 de 2022, ha establecido que se 

vulnera el derecho de petición en materia pensional, cuando transcurre 6 meses sin 

responder lo pertinente. 

 

“5.1.1.  El derecho fundamental de petición en materia pensional 

  
65.            El artículo 19 del Decreto 656 de 1994 dispone que las solicitudes relacionadas 

con el derecho a la pensión de vejez, invalidez o sobrevivencia deben decidirse en un plazo 

máximo de cuatro meses. De otra parte, el artículo 4° de la Ley 700 de 2001 prevé que los 

operadores públicos y privados del Sistema General de Pensiones y Cesantías contarán con 

un plazo no mayor a seis (6) meses, a partir del momento en que se presente la solicitud de 

reconocimiento de alguna prestación por parte del interesado, para adelantar los trámites 

necesarios tendientes al pago de las mesadas correspondientes, so pena de incurrir en una 

mala conducta[109]. Por último, el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015 –que sustituyó el 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo– dispone 

que toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción, 

salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria. 

  
66.            En consecuencia, las autoridades deben tener en cuenta los siguientes tres 

términos, que corren de manera transversal, para responder las peticiones en materia 

pensional[110]: 

  

(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional […] en cualquiera 

de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el 

trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública 

requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o 

reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al 

interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de 

fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya 

interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. 

  

(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia 

pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la 

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2022/T-045-22.htm#_ftn109
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2022/T-045-22.htm#_ftn110
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aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de 

peticiones elevadas a Cajanal; 

  

(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento 

y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 

de 2001. 

  
67.            En conclusión, cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, 

en cualquiera de las hipótesis señaladas, genera la vulneración del derecho fundamental de 

petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses, respectivamente, amenaza 

el derecho a la seguridad social[111].” 

 

Visto lo anterior se tiene que Administradora Colombiana de Pensiones, no ha vulnerado el 

derecho de petición del accionante en la medida que: 

 

- Presentó la solicitud de pensión con los documentos requeridos para el efecto en 

diciembre 16 de 2021. 

 

- Colpensiones tiene 6 meses para resolver la petición del actor. 

 

-  Por tanto, el término para contestar la solicitud del actor fenece en junio 16 de 

2022. 

 

Aunado a lo anterior se debe tener en cuenta que con informe de fecha mayo veintisiete de 

dos mil veintidós, la accionada Administradora Colombiana de Pensiones acreditó que 

envió comunicación al accionante en mayo 23 de 2022, donde le indicó que su trámite 

prestacional está siendo evaluado y analizado conforme a derecho. En desarrollo del 

estudio realizado, se determinó que se requiere adelantar una etapa de validación la cual se 

realizará por la entidad a través de trámites de requerimientos internos al área competente. 

Generó el requerimiento interno No. 2022_4140632 mediante el cual solicitó a la Dirección 

de Historia Laboral, adelantar la actualización historia laboral. Una vez se adelante la citada 

gestión y se cuente con los insumos suficientes, el trámite prestacional seguirá su curso y 

será comunicada la decisión final. 

 

Cuando se habla de una respuesta de fondo no quiere decir que responder el derecho de 

petición implique otorgar lo pedido. Como ocurrió en el presente asunto donde pese a que 

no ha fenecido el término para que Colpensiones de respuesta a la petición del accionante, 

esta le indicó el estado actual de su trámite. Lo anterior resulta ajustado a lo sostenido por 

la Corte Constitucional, en sentencias como la C-951 de 2014, donde dispuso: 

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2022/T-045-22.htm#_ftn111
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“Ahora bien, en materia de respuesta de fondo a las solicitudes, la Corte ha advertido que 

la resolución de la solicitud no implica otorgar lo pedido por el interesado. Lo anterior, en 

razón de que existe una diferencia entre el derecho de petición y el derecho a lo pedido, que 

consiste en que: “el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No 

se decide propiamente sobre él [materia de la petición], en cambio si se decide por ejemplo 

sobre el reconocimiento o no del derecho subjetivo invocado ante la administración para la 

adjudicación de un baldío, el registro de una marca, o el pago de una obligación a cargo de 

la administración”[145]. Así, el derecho a lo pedido implica el reconocimiento de un 

derecho o un acto a favor del interesado, es decir el objeto y contenido de la solicitud, la 

pretensión sustantiva.  Por ello, responder el derecho de petición no implica otorgar la 

materia de la solicitud”. 

 

Lo anterior cobra mayor fuerza si se tiene en cuenta que la misma corporación en sentencia 

T-299 de 2018, indicó que se debía respetar la autonomía administrativa de las entidades: 

 

 “los jueces de tutela, al advertir la vulneración del derecho de petición, deben tan solo 

ordenarles a las autoridades responsables de responder las peticiones formuladas por las o 

los accionantes dar respuesta de fondo en un término perentorio, respetando su autonomía 

administrativa.” 

 

No es viable al juez constitucional, indicar o hacer manifestación alguna sobre el sentido de 

las decisiones que tomen las entidades accionadas. Lo fundamental es la verificación de la 

resolución a las peticiones en sentido estricto. Una respuesta es suficiente cuando resuelve 

materialmente la petición pronunciándose de fondo sobre los requerimientos del solicitante, 

sin que la misma deba ser afirmativa o negativa. Máxime, que se reitera que, en el caso de 

marras no se ha vulnerado el derecho de petición del accionante, en la medida que no ha 

fenecido el término con el que cuenta Colpensiones para resolver acerca de la petición de 

vejez. 

 

No encontrándose vulnerado el derecho de petición de la accionante, cumpliéndose con el 

debido proceso en el trámite surtido respecto de éste, que se constituye en la base del 

presente asunto conforme los hechos y pretensiones del escrito de la acción de tutela, no se 

advierte la vulneración respecto de los derechos indicados por la accionante como igualdad, 

dignidad humana, seguridad social y mínimo vital. 

 

Si el accionante no estaba de acuerdo con los actos administrativos que fueran emitidos al 

respecto, bien pudo de ser el caso interponer los recursos, y solicitar como medida cautelar 

la suspensión provisional de estos, tal como fue señalado por la Corte Suprema de Justicia 

Sala de Casación Civil en providencia STC15097-2017 del 3 de octubre de 2017 M.P. 

Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, al indicar: 
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“Sobre el particular, la Sala ha precisado que:  

…‘por tratarse de actos administrativos, el debate acerca de su legalidad cumple suscitarlo 

ante los Jueces Contencioso Administrativos competentes, a través de las acciones previstas 

en el Código Contencioso Administrativo, de acuerdo con las circunstancias y 

particularidades que, a juicio del interesado, experimentó la situación que generó lo 

resuelto por la administración y que es materia de inconformidad, a fin de generar las 

determinaciones con las cuales se obtenga el restablecimiento del derecho…’. Además, en 

este escenario la interesada puede solicitar como medida cautelar la suspensión provisional 

del acto ilegal, razón por la cual no se justifica la intervención del juez constitucional ni 

siquiera como mecanismo transitorio. Así las cosas, y en vista de que no se cumple el 

requisito de la subsidiariedad, la Corte confirmará…, la decisión de primera instancia que 

resolvió negar el amparo (CSJ STC, 9 dic. 2011, rad. 00330-01; reiterada en CSJ STC, 13 

jul. 2012, rad. 00153-01)”  

 

Lo anterior cobra mayor fuerza si se tiene en cuenta que la Corte Constitucional en 

providencias como la T-261 de 2018, ha indicado que cualquier cumplimiento de órdenes 

judiciales deberá declararse improcedente por parte del juez constitucional, dado que para 

el efecto se encuentra dispuesto el proceso ejecutivo, donde se puede reclamar el 

cumplimiento de cualquier obligación. Precisó que el juez de tutela puede resolver en los 

casos que se vea afectado el mínimo vital.  

 

“Bajo esta pauta jurisprudencial, debería entenderse que, en principio, cualquier 

pretensión relacionada con el cumplimiento de órdenes judiciales tendrá que declararse 

improcedente por parte del juez constitucional, pues la persona que estime afectados sus 

derechos con la inobservancia de la decisión cuenta con el proceso ejecutivo ante la 

jurisdicción ordinaria, de acuerdo con lo previsto en los artículos 422 al 445 del Código 

General del Proceso, como en el artículo 297 y subsiguientes del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

 

A través de este mecanismo ordinario, la persona está facultada para reclamar el 

cumplimiento de cualquier obligación que emane de una providencia judicial, siempre que 

la condena se extraiga con claridad de las órdenes y la misma sea exigible frente a un 

particular o la autoridad pública responsable de la ejecución. Por lo que esta vía tendría 

prevalencia judicial y, por ende, al juez de tutela no le queda otra opción que declararse 

incompetente.”  

 

(…)  

 

En conclusión, la acción de tutela deberá declararse improcedente frente a pretensiones 

derivadas de fallos judiciales. Ello, no implica que en determinado trámite judicial la 

competencia del juez de tutela se habilite para resolver de fondo la controversia 

jurisdiccional. Tal circunstancia excepcional, sin embargo, dependerá del tipo de 

obligación y su repercusión en el goce efectivo de los derechos fundamentales. En el caso 

particular de las obligaciones económicas, además, la procedencia dependerá de que el 

conjunto de presupuestos fácticos del caso le permitan advertir al juez constitucional una 

manifiesta falta de capacidad económica que ponga en grave riesgo los derechos al mínimo 

vital y vida digna de la parte actora.” (T-261 de 2018) 
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La Corte Constitucional en sentencia T-581 A de 2011 determinó que para valorar el 

mínimo vital2 se deben tener en cuenta los aspectos particulares de cada caso, como lo son 

las necesidades de alimentación, vestuario, salud educación vivienda y recreación, respecto 

de lo cual en el presente asunto no se probó siquiera sumariamente, que el accionante 

careciera de estos. 

 

Tampoco se acredita la imposibilidad del despliegue de sus facultades corporales o 

espirituales, o que el actor se encuentre en circunstancias que incomoden su existencia al 

punto de hacerlo insoportable, como por ejemplo dolor pudiéndose evitar. Tampoco se 

probó que el accionante al tener que acudir a la especialidad laboral para que resuelva sobre 

el cumplimiento del fallo emitido en la especialidad laboral, estuviera sometido a un estado 

fuera de lo normal con respecto a los demás. 

 

La Corte Constitucional en sentencia T-844 de 2014, precisó que la acción de tutela es 

procedente para las personas que alcancen los 74 años de edad, y la actora no acreditó 

cumplir con algún otro de los requisitos para ser considera como sujeto de especial 

protección constitucional. 

 

“El accionante interpuso la acción de tutela como mecanismo definitivo de protección de 

sus derechos fundamentales, sin acudir a la vía judicial establecida por el Legislador para 

dirimir conflictos relacionados con el reconocimiento pensional, que en este escenario es la 

jurisdicción ordinaria. Como criterio para establecer la tercera edad, la expectativa de vida 

de los colombianos certificada por el DANE correspondiente a los 74 años. Así, la acción 

de tutela procederá como mecanismo definitivo para aquellas personas que alcancen la 

mencionada edad pues en estos casos la jurisdicción ordinaria no resulta ser lo 

suficientemente eficaz e idónea.” 

 

Lo anterior resulta ajustado a lo señalado por la Corte Constitucional en lo referente a que, 

los actores no quedan exonerados en las acciones de tutela, de no probar los hechos 

fundamentos de éstas, tal como lo indicó en sentencias T-153 de 2011 y T-620 de 2017: 

 

“No obstante, en virtud del principio de buena fe el actor no queda exonerado de probar los 

hechos , pues “en materia de tutela es deber del juez encontrar probados los hechos dentro de 

las orientaciones del decreto 2591 de 1991 en sus artículos 18 (restablecimiento inmediato si 

hay medio de prueba), 20 (presunción de veracidad si se piden informes y no son rendidos), 21 

(información adicional que pida el juez), 22 ( “El juez, tan pronto llegue al convencimiento 

                                            
2 “El concepto de mínimo vital, de acuerdo con la jurisprudencia, debe ser evaluado desde un punto de vista 

desde de la satisfacción de las necesidades mínimas del individuo, por lo cual es necesario realizar una 

evaluación de las circunstancias de cada caso concreto, haciendo una valoración que se encamine más hacia 

lo cualitativo que a lo cuantitativo, verificándose que quien alega su vulneración tenga las posibilidades de 

disfrutar de la satisfacción de necesidades como la alimentación, el vestuario, la salud, la educación, la 

vivienda y la recreación, como mecanismos para hacer realidad su derecho a la dignidad humana.” 
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respecto de la situación litigiosa, podrá proferir fallo, sin necesidad de practicar las pruebas 

solicitadas”)[18]” 

“En efecto, la Corte ha sostenido que quien pretende la protección judicial de un derecho 

fundamental debe demostrar los supuestos fácticos en que funda su pretensión, porque quien 

conoce la manera como se presentaron los hechos y sus consecuencias, es quien padece el 

daño o la amenaza de afectación.3 

Del mismo modo, esta Corporación ha establecido que el amparo es procedente cuando 

existe el hecho cierto, indiscutible y probado de la violación o amenaza del derecho 

fundamental alegado por quien la ejerce. Por consiguiente, el juez no puede conceder la 

protección solicitada simplemente con fundamento en las afirmaciones del demandante. Por 

consiguiente, si los hechos alegados no se prueban de modo claro y convincente, el juez 

debe negar la tutela, pues ésta no tiene justificación.”4 

 

En consecuencia, el Juzgado Diecisiete (17) Civil del Circuito de Bogotá D.C., 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley. 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR la acción de tutela conforme lo expuesto en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

TERCERO: NOTIFICAR la decisión por el medio más expedito. 

 

NOTIFÍQUESE,   

 

CESAR AUGUSTO BRAUSÍN ARÉVALO 

JUEZ 

 

©Å╦Ç 

                                            
3 Ver sentencia T-864 de 1999. M.P. Alejandro Martínez Caballero. 

4 Sentencia T-298 de 1993. M. P. José Gregorio Hernández Galindo. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-153-11.htm#_ftn18

